LOS DERECHOS HUMANOS EN LA ADMINISTRACIÓN DEL PRESIDENTE MARTINELLI 2012
Notas
Introducción.
El 64 aniversario de la Declaración Universal de Derechos Humanos que celebramos en el día de hoy, 10 de diciembre, nos permite mirar con mayor énfasis el compromiso de los Estados adscritos a la mencionada Declaración, como es el caso de Panamá, de cumplir y hacer cumplir la totalidad y cada uno de sus principios, todos relacionados con las condiciones óptimas para una vida digna de todos los seres humanos que residen en el territorio nacional.  De allí que los derechos humanos deben estar inscritos y reflejados en todas las leyes y en las políticas estatales para su fiel cumplimiento.  Siendo así entonces que los derechos humanos son una pista autorizada para interpretar el rumbo que los gobiernos, como el actual, le están a su administración y el carácter democrático o no de la misma.
Derechos civiles, individuales y políticos.

· Represión brutal contra indígenas Ngäbe que se levantaron, en marzo, en Chiriquí y Veraguas y Bocas del Toro contra el incumplimiento del Presidente del compromiso de una ley que prohibiera los proyectos de explotación minera y de desarrollo  hidráulico en la Comarca.  Represión contra la población colonense ante las acciones de protesta contra la Ley 72 que permitía la venta de los terrenos de la Zona Libre de Colón.

· Detenciones arbitrarias de manifestantes en Chiriquí y Veraguas (marzo) y en Colón y Panamá (octubre).

· Faltas al debido proceso de los detenidos en las corregidurías, fiscalías y centros penitenciarios, en Chiriquí / Veraguas (marzo) y Colón (octubre).
· Irrespeto al derecho de la inviolabilidad del domicilio.  Chiriquí (marzo), Colón (octubre)
· Demandas, expresiones ofensivas y denigrantes contra comunicadores que violentan el derecho a la libertad de expresión y al ejercicio de la profesión.
· La inseguridad en que vive la población a nivel nacional por la falta de protección de personas y bienes.  El alto nivel de criminalidad, violencia, robos, asesinatos.
· Incumplimiento de los acuerdos de la Mesa de Entendimiento entre el Gobierno nacional y familiares de las víctimas de la violación de los derechos humanos durante la época de la dictadura militar.
· Persecución, amenazas y expedientes amañados contra dirigentes sindicales y gremiales que adversan a las políticas neoliberales del gobierno.
Derechos económicos, sociales y culturales.
· Fundamentalmente las políticas neoliberales, que están privilegiando a algunos sectores de poder económico, político, nacional e internacional, incluyendo a amigos y allegados al gobierno actual
· El aumento incontenible de los precios de los productos de la canasta básica familiar que no se compagina con el salario que reciben los trabajadores y empleados.
· Casas condenadas en el Casco Viejo en Panamá y en el centro de Colón en donde habitan familias enteras expuestas al peligro de fuego, derrumbes, insalubridad.
· Las crisis en salud con la bacteria KPC y otras que han provocado la muerte a tantos enfermos y ha puesto en peligro a otros en los hospitales de la Caja de Seguro Social en Panamá y en David, Chiriquí.
· La negación del derecho a la salud y la seguridad social a los familiares de las víctimas fallecidas y sobrevivientes a causa del tóxico dietilenglicol (desde septiembre de 2006), a quienes se les niega la debida atención médica.     
· El grave deterioro en que se encuentran muchos centros escolares, de nivel primario y secundario a estas alturas de la actual administración y el desabastecimiento de los equipos y recursos necesarios para cumplir cabalmente con el proceso enseñanza aprendizaje en el sistema escolar.
· Continúan las violaciones de los derechos humanos laborales y sindicales.  Impera la impunidad en torno a los asesinatos de obreros de la construcción, ni hay investigación sobre los casos de los asesinados y heridos trabajadores en Bocas del Toro en 2010.
· No se ha avanzado en el reconocimiento del derecho de la sindicalización de los trabajadores de la educación, trabajadores bancarios, de la Zona Libre de Colón y de otros sectores públicos.  
· Hay complicidad de las autoridades del Ministerio Público con las empresas transnacionales, particularmente de los llamados megaproyectos, donde se incumplen escalas salariales, se niegan pliegos de petición y se infringen normas de salud y de seguridad laboral, que ha provocado muertes de obreros de la construcción.
· Las autoridades le siguen negando personerías a los nuevos sindicatos, no existe consulta alguna sobre políticas económicas o sociales.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                              
Derechos de los pueblos.
· La depredación ambiental.
· La crisis del agua potable a causa de la irresponsable administración del IDAAN.
· Las concesiones de a proyectos de construcción con la consecuencia de la destrucción de los humedales y manglares.

· La denegación del derecho a la tierra a los pueblos indígenas de cuyos territorios son expulsados de manera violenta incluso para construir megaproyectos, hidroeléctricos particularmente, o bien con ánimo de apropiación de particulares con la complicidad de las autoridades locales.

· La exorbitante cantidad de concesiones mineras en todo el país y los proyectos de explotación que son una amenaza para el entorno en términos de daños a la tierra, la flora, las aguas de los ríos, la vida de animales que viven en las aguas o en la tierra.
Conclusiones y exigencias al Gobierno nacional.
· El gobierno del Presidente Ricardo Martinelli no tiene una política responsable en torno a los derechos humanos, más bien violatoria de los mismos en todos los órdenes de la vida nacional. Definitivamente debe cambiar el rumbo de su administración gubernamental.
· Un gobierno que se torna represor ante las justas demandas de los diversos sectores, que impone sus leyes y voluntad, que niega el verdadero diálogo con los sectores protagonistas y necesitados.
· Hay irrespeto a la persona y al pueblo en general, particularmente a los empobrecidos de nuestro país, excluidos de los bienes nacionales.
· La ciudadanía debe estar más y permanentemente pendiente de los diversos acontecimientos sociales, políticos y económicos del país con una lectura desde el enfoque de los derechos humanos, organizarse, denunciar y manifestar y exigir el cumplimiento, protección y respeto de las condiciones que se consideran verdaderamente humanas para una vida digna para todos.
Panamá, 10 de diciembre de 2012.

Sesenta y cuatro aniversario de la Declaración Universal de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.
